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Los chilenos recuerdan el 25 de
octubre de 2019 como la fecha de
la Marcha del Millón. Ese mismo

día, mientras todas las cámaras estaban
puestas en el estallido social, la ambicio-
sa ley de transformación digital del Esta-
do se promulgó sin que a casi nadie le
quedara ancho de banda mental para
enterarse. Una de sus disposiciones
señala que todos estamos eximidos de
presentar información que ya se encuen-
tre en poder de cualquier órgano estatal,
y que los documentos respectivos deben
ser remitidos por la institución que los
tenga a aquel que los requiera.
Transcurridos 6 años, seguimos sin ser
capaces de honrar esa norma tan obvia
como básica. Son cientos los casos en
que los organismos públicos utilizan a los
ciudadanos como carteros y les exigen
traer documentación emitida original-
mente por el propio Estado, en lugar de
implementar de una vez los desarrollos
tecnológicos para que las bases de
datos interoperen.
Cito un solo ejemplo. Todos los meses, el
Ministerio de Educación entrega subven-
ciones de distinto tipo a establecimientos
educacionales vía transferencia bancaria.
Al iniciar el mes siguiente, el mismo
ministerio exige el envío de un compro-
bante bancario de esa transferencia, y
amenaza con que, de no hacerlo, la sub-
vención quedará retenida “y su alzamien-
to estará sujeto a los trámites de rigor en
tiempo y forma”. ¿Quién podrá defender-
nos? ¿Huracán Dorothy, nuevamente?
Contraloría goza de un rico arsenal dise-
ñado para hacer cumplir las leyes. Me-
diante dictámenes vinculantes, oficios
preventivos o circulares generales. O a
través de sumarios administrativos gati-
llados por incumplimientos reiterados,
puede aplicar varios niveles de sanciones
disciplinarias. Una tercera opción son las
auditorías e informes de fiscalización y, si
aplica, identificar ilegalidades en los
procedimientos. 
La Contraloría sabrá cuál es la herra-
mienta idónea. Lo claro es que hay pocas
oportunidades más nítidas para mejorar
la relación del Estado con sus ciudada-
nos que simplemente hacer cumplir esta
pequeña pieza de legislación.
Seis años atrás, un gigantesco enjambre
humano se reunió en Plaza Italia a exigir
dignidad. Honraríamos, al menos el espí-
ritu de ese clamor, si de una vez dejamos
de tratar a los ciudadanos como estafe-
tas no remunerados como consecuencia
de la displicencia de muchas institucio-
nes públicas y sus funcionarios.

19 millones 
de carteros

La migración ha cambiado nuestra
sociedad. Aunque la llegada de mi-
grantes ha estado presente durante

toda nuestra historia independiente, nun-
ca la habíamos experimentado con tanta
rapidez. Entre 2017 y 2024 la población ex-
tranjera en Chile se duplicó, alcanzando
el 8,8% de la población total según el últi-
mo Censo. Este proceso ha contribuido a
nuestro desarrollo económico y humano,
pero también ha generado tensiones en el
funcionamiento del Estado, la provisión
de servicios públicos y la cohesión social.

Conscientes de que este fenómeno
requiere una mirada de largo plazo, diez
centros de estudio de distintas orientacio-
nes fuimos convocados por el Centro de
Políticas Migratorias para trabajar, du-
rante más de un año, en propuestas para
fortalecer la institucionalidad y gestión
migratoria. El resultado fue un documen-
to transversal, que presenta 36 recomen-
daciones agrupadas en cinco ejes: institu-
cionalidad migratoria; seguridad pública,
control fronterizo y protección interna-

cional; migración regular; integración y
convivencia, y migración como impulso
al desarrollo.

Una mejor gestión migratoria re-
quiere una institucionalidad más eficien-
te y robusta. Esto implica establecer me-
tas, indicadores y evaluaciones externas
al sistema, así como potenciar el rol de la
red consular. Respecto a
la seguridad pública y
protección internacio-
nal, junto con reforzar la
labor de las fuerzas de
orden y seguridad en la
frontera, es clave conso-
lidar la cooperación in-
ternacional y combatir la
trata de personas.

Para favorecer la mi-
gración regular, el docu-
mento propone agilizar trámites, como la
firma de contratos laborales en el extran-
jero, la tramitación de visados desde con-
sulados chilenos y la obtención de resi-
dencia definitiva para quienes tengan
dos años de residencia temporal y cum-
plan los demás requisitos. 

En integración social, se destaca el
rol de los gobiernos regionales y munici-
pales para facilitar la inclusión de la po-

blación migrante. Además, para apro-
vechar el impulso económico de la mi-
gración, se sugiere establecer cuotas la-
borales prioritarias para responder a
necesidades de regiones o industrias es-
pecíficas, junto con implementar mejo-
res mecanismos de inserción laboral de
extranjeros.

Más allá de estas y
otras propuestas, la
conclusión exitosa de
este trabajo constituye
una bocanada de aire
fresco en medio de un
debate público cada
vez más asfixiado por
l ó g i c a s e l e c t o r a l e s .
Frente a un tema en el
que abundan los dis-
c u r s o s s i m p l i s t a s ,

nuestra perspectiva implicó aceptar
que la migración es un fenómeno com-
plejo que debe abordarse de forma in-
tegral.

Con esa convicción nos sentamos
periódicamente en una misma mesa a
dialogar y aprender mutuamente, lo
que nos permitió acercar posiciones y
consensuar una política migratoria para
el Chile que viene.

Migración con mirada de futuro

Benjamín García
Espacio Público

“Nuestra
perspectiva
implicó aceptar
que la migración es
un fenómeno
complejo que debe
abordarse de
forma integral”.

Los datos son contundentes: la delin-
cuencia se ha agravado en la última
década. Una de las principales

preocupaciones es la incorporación de
menores de edad a una criminalidad cada
vez más violenta. En un contexto donde la
reinserción parece imposible y donde las
cárceles —o los centros del Sename—
funcionan como escuelas del delito, es
fundamental preguntarse querol cumple
el sistema educacional en la prevención.

La respuesta más inmediata es que la
educación abre puertas a oportunidades
laborales que compiten con el delito. Pero
más allá del capital humano, las escuelas
cumplen una función crucial de cuidado y
supervisión: al mantener a los estudiantes
resguardados y ocupados, reducen el ries-
go de que participen en actividades delic-
tivas. 

Pero en Chile observamos señales
preocupantes: proliferación de feriados
(diez en días de semana este año), sus-
pensión frecuente de clases, ausencia de
políticas que den continuidad académica

durante las largas vacaciones de verano
—herencia de un ciclo agrícola ya obso-
leto— y un importante ausentismo es-
colar. 

La evidencia confirma la importan-
cia de este punto: un estudio de Alcaíno
y Undurraga (2025) muestra que los es-
tudiantes ausentes que el sistema esco-
lar busca reincorporar registran una ta-
sa de crímenes violentos
79% menor que aquellos
que no reciben apoyo.

Más allá del res-
guardo, las escuelas son
también espacios donde
se aprende a convivir.
Allí los conflictos son
inevitables, pero lo deci-
sivo es cómo se enfren-
tan. Tradicionalmente,
el sistema chileno ha op-
tado por la lógica punitiva: sancionar o
expulsar. El resultado es exclusión tem-
prana y mayor vulnerabilidad. 

Frente a esto, la justicia restaurativa
ofrece un camino alternativo: restaurar
las relaciones dentro de la comunidad
escolar mediante la búsqueda de solu-
ciones de reparación para la víctima
con participación de directivos, docen-

tes, testigos, agresores y víctimas. Se tra-
ta de encontrar soluciones justas que
también atiendan las causas del conflic-
to.

Lo más relevante es que esto no
queda en el plano de las buenas inten-
ciones. Un estudio experimental publi-
cado en la American Economic Review
—la más prestigiosa revista académica

d e e c o n o m í a — p o r
Adukia, Feigenberg y
Momeni sobre escuelas
de Chicago muestra que
la implementación de
justicia restaurativa re-
dujo en 15% los arrestos
posteriores de sus egre-
sados en comparación
con aquellos formados
en sistemas punitivos.
Una reducción de esta

magnitud es notable.
La conclusión es clara: en un mo-

mento en que la delincuencia es uno de
los principales desafíos sociales, debe-
mos repensar cómo la escuela protege
—o falla en proteger— a los jóvenes. Lo
alentador es que no se requieren fórmu-
las secretas; la evidencia sobre qué ha-
cer ya está disponible.

Educación y delincuencia

Bernardo Lara E. 
Académico Escuela de Gobierno UAI

“Debemos
repensar cómo la
escuela protege o
falla en proteger a
los jóvenes. Lo
alentador es que
no se requieren
fórmulas secretas”.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

20/08/2025
    $359.712
  $1.776.800
  $1.776.800

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      33.709
      11.692
      11.692
      20,24%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
DIARIO

Pág: 9


